Poder Judicial de la Nación


En Buenos Aires a los  12 días del mes de abril de dos mil once, reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos fueron traídos para conocer los autos “ALVEZ HUGO CESAR C/ COMPAÑÍA FINANCIERA ARGENTINA SA Y OTROS S/ ORDINARIO” (Expediente N° 051420, del Juzgado Comercial N° 19, Secretaría N° 38 y, N° 474/2008 del Registro de esta Cámara) en los que al practicarse la desinsaculación que ordena el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Barreiro, Tevez y Ojea Quintana.




 Estudiados los autos la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver:




¿Es arreglada a  derecho la sentencia apelada de fs. 500/528?




 El Señor Juez de Cámara doctor Barreiro dice:




 I. Los antecedentes.

                      
a) Hugo César Alvez, por su propio derecho, promovió demanda por resarcimiento de daños y perjuicios contra Compañía Financiera Argentina S.A., Cobranzas y Servicios S.A. y Credi-Paz S.A., por la suma de $ 33.440, con más sus intereses, o lo que más o menos se estime y costas del juicio. 




Relató que con fecha 19.04.07, mientras cumplía con sus labores habituales en la firma Apholos SACIFI,  le informó el departamento de recursos humanos, que había recibido una cédula extrajudicial de la empresa Credi-Paz S.A. dirigida a su persona, por medio de la cual se lo invitaba a concurrir a la sucursal de la firma más cercana a su domicilio dentro de las 72 hs. de recibida, a fin de tratar en forma particular el pago de la deuda en mora que poseía con esa empresa.



 
Señaló que esa nota intimidatoria, a la que calificó de falaz y difamatoria, fue remitida por la codemandada a su lugar de trabajo, lo que manchó su buen nombre, dado que sus empleadores fueron mal informados mediante la misma que se encontraba en mora con esa empresa, y esto lo angustió profundamente.

 


 Continuó diciendo que todo ello le generó trastornos de autoestima y un recurrente miedo a que, debido a la noticia, sus empleadores lo despidieran en cualquier momento perdiendo de ese modo su fuente de ingresos con la que subsiste.




Explicó que contestó la carta por idéntico medio rechazando sus términos y aclarando que el día 28.09.06 le robaron una mochila con diversa documentación personal entre ella DNI, y tarjetas de crédito y débito, por lo que procedió a radicar la pertinente denuncia penal ante la Fiscalía Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 5.

 


Denunció que el 15.05.07 recibió otra nota de similar tenor cursada por la empresa Crédito Para Todos S.A. en su lugar de trabajo, por medio de la cual se lo intimaba a pagar un supuesto crédito.

  


Agregó que la misma fue contestada por carta documento Nº 5802324 en los mismos términos que la anterior que remitiera a la codemandada Credi-Paz S.A.




Manifestó que con fecha 22.05.07 la empresa Cobranzas y Servicios S.A. le remitió, en carácter de mandataria de la codemandada Compañía Financiera Argentina S.A., una misiva intimidatoria, nuevamente a su lugar de trabajo, explicando las posibles sanciones que habría de recibir por la falta de pago del supuesto crédito que, aclaró nunca solicitó.




Destacó que la posibilidad de embargar su sueldo, expresado en la nota cursada a su lugar de trabajo, le afectó profundamente y lo puso un lugar incómodo frente a sus empleadores.

 

      Resaltó que fue incluido en el sistema de información Veraz como deudor moroso, por lo que las posibilidades de obtener un crédito real se perdieron.


      




Expresó que contestó la misiva el 01.06.07, negando tajantemente haber contraído la deuda.

 


Reiteró que Cobranzas y Servicios lo intimó en el domicilio laboral con fecha 05.06.07, bajo apercibimiento de iniciar acciones en 10 días.




Refirió al resultado infructuoso que arrojó el proceso de mediación.

  


Reclamó en concepto de daño moral y daño psicológico $ 20.000, y por tratamiento psicoterapéutico $ 13.440.

  


Fundó en derecho su pretensión, citó jurisprudencia  y ofreció pruebas.




b) Credi-Paz S.A., por apoderado, contestó la acción incoada en su contra con la presentación de fs. 51/60.




Por imperativo procesal negó todos y cada uno de los hechos relatados por el actor en el libelo inaugural y solicitó su rechazo con costas.

  

      Destacó que es una empresa dedicada al otorgamiento de créditos en efectivo y tarjetas de crédito para consumo.

  

      Señaló que ofrece sus productos a todos sus clientes solicitando como requisito la presentación del DNI, recibo de sueldo y alguna factura de servicio propia y/o de algún familiar, juntamente con la averiguación y chequeo informático de los antecedentes de cada persona.

  

    Explicó que el actor, en su relato, no aseveró haber solicitado crédito o tarjetas de crédito con ninguno de los codemandados, y que tampoco tiene certeza de que figure incluido como moroso en las distintas entidades financieras.

  

    Mencionó que al momento de la solicitud del referido crédito el comercio que lo tramitó, solicitó a Alvez la siguiente documentación, DNI original y copia, un recibo de haberes y un servicio a su nombre o de un familiar, y posteriormente dicha documentación fue remitida a sus oficinas a los fines de constatar la veracidad de los datos aportados.

  


Arguyó que el préstamo en cuestión fue originado a través de un comercio y no dentro de una de sus sucursales, con lo cual su personal nunca pudo haber visualizado al actor, y si ha existido una maniobra delictiva, no les puede constar de quién pudo haber provenido.

  


Aclaró que para el caso de que la firma inserta no corresponda al puño y letra del actor, se encuentra en una posición lejana de ser responsable por cualquier reclamo, toda vez que terminaron siendo también víctimas de estas maniobras a pesar de actuar de manera diligente a lo largo de toda la operatoria crediticia y dentro de todo lo que se encuentra a su alcance. 

  


Aseveró que el actor no específico cuales son los daños que sufrió, y que en ninguna oportunidad se presentó ante las oficinas de las sucursales de su parte para acreditar la denuncia de robo ante la policía, ni tampoco la presentación de mayores documentos.

  


Subrayó que respecto de la inclusión en la base de morosos se encuentra obligada ante los severos controles que tiene de los organismos estatales en virtud de la operatoria que realiza, de enviar todos los meses un listado con los créditos en estado de morosidad al Banco Central de la República Argentina, y que posteriormente cualquier entidad de antecedentes de riesgo crediticio pueda tomar de dicha base la correspondiente información para brindarla a terceros.

  


Alegó que por primera vez con el traslado de la demanda pudo tomar real conocimiento y posibilidad de examen de la denuncia policial como de la copia del DNI, y por ese motivo que al advertir la diferencia en la fotografía que figura en dicho documento se procedió a dar de baja la cuenta del actor.




De acuerdo a lo expuesto, indicó, que ninguna responsabilidad puede recaer sobre ella. 

  


Explicó que quien alega un hecho basado en la culpa o negligencia de un tercero, tiene el deber de probarlo, y que ha sido el pretensor quién ha obrado negligentemente al no adoptar todos los recursos que estaban a su alcance para evitar que se persiguiese el cobro de su deuda.

  


Impugnó la liquidación de los daños reclamados e indicó la improcedencia del daño moral y del daño psicológico.

  


Opuso excepción de falta de legitimación pasiva, sobre la base de que ha sido víctima de un delito y sólo en virtud de dicha maniobra fraudulenta pudo haber generado datos y/o información de la cual tratan estos autos.

  


Fundó en derecho su defensa y ofreció prueba.

  


c) Cobranzas y Servicios S.A., por apoderado, contestó la acción incoada en su contra con la presentación de fs. 80/83.




Por imperativo procesal negó todos y cada uno de los hechos relatados por el actor en el libelo inaugural y solicitó su rechazo con costas. 

  


Explicó que es una empresa que se dedica a la gestión de cobranzas judicial y extrajudicial de créditos que se encuentran en mora, siendo ello su actividad principal, cobrando por ello un canon en razón de sus resultados.

  

 
Indicó que celebró un contrato con Compañía Financiera Argentina S.A. con el objeto de gestionar la cobranza del crédito moroso  Nº 820012102193, del Sr. Hugo Cesar Alvez DNI 21.491.044. Explicó que a tal fin le hizo hacer saber al deudor que estaba en mora y que de no regularizarse la situación iniciaría las correspondientes actuaciones. Por todo ello procedió a enviarle dos misivas a su domicilio laboral, denunciado al momento de solicitar el préstamo.

  


Afirmó que dicho accionar no deviene de una actitud persecutoria, sino que el actor como la mayoría de las personas que se encuentran laboralmente activas, ocupa la mayor parte de sus horarios hábiles en su trabajo, por lo que es más conveniente a los efectos de evitar un perjuicio mayor al mismo, enviar la correspondiente notificación de deuda a un lugar donde efectivamente pueda tomar conocimiento.

  


Destacó que el accionante al responder a la intimación indicó que fue víctima de un ilícito y que le sustrajeron su DNI. y solicitó que se interrumpa la actitud persecutoria, es decir que pretendió que no le envíe más misivas tendiente a la gestión del cobro, sin ofrecer prueba alguna para dilucidar la verdad material, como así tampoco brindó un número de teléfono como para poder contactarlo.

  


Aseveró que atento estos argumentos y como medida de seguridad, procedió a tratar de localizarlo a fin de solicitar que presente como mínimo una copia de la denuncia de robo a los fines de acreditar el fraude y, al no poder entablar comunicación con el accionante, se le envío una nueva notificación con los mismos fines y efectos que la anterior, todo ello con resultado negativo.

  


Opuso defensa de falta de legitimación pasiva indicando que no tiene acceso a la documentación crediticia y que sólo recibe datos personales sin poder controlar la veracidad o falsedad de la operación subyacente que se ve reflejada en el reclamo efectuado. Tampoco podría hacerlo sin entrometerse en la documentación la cual es clasificada y confidencial y se encuentra en poder de la financiera.

  


Manifestó que, de existir un error, éste no fue producto de una omisión, torpeza y/o falta de diligencia imputable a su parte ya que no tiene facultades ni permisos legales o convencionales para auditar y verificar los libros y la documentación llevada por Compañía Financiera Argentina. Por ello, insiste, no puede corroborar si la información detallada guardaba adecuada correspondencia con las constancias instrumentales y documentos suministrados a fin de gestionar el cobro.

  


Fundó en derecho su defensa y ofreció prueba.

  


d) Compañía Financiera Argentina S.A., por apoderado, contestó el traslado de la demanda con la presentación de fs. 95/104 requiriendo su rechazo con costas.

  


Con carácter liminar, manifestó que la ley establece la diferenciación entre litisconsorcio facultativo y litisconsorcio necesario.

  


Argumentó que no tiene vínculo jurídico con "Credi-Paz" ni mantiene relación alguna, motivo por el cual son personas jurídicas únicas divisibles y diferenciables, en consecuencia no corresponde hacer lugar a la solidaridad impropia a la cual acude el actor para presentar la pretensión ante ambas entidades.

  


Argumentó que entiende que de continuar con las presentes actuaciones contra "Compañía Financiera" y "Credi-Paz" como una unidad, ello traería aparejado un perjuicio toda vez que de ser vencida "Credi-Paz" debería responder solidariamente por un hecho del cual no es responsable, ello en desmedro del patrimonio de su parte. 

  


De seguido, negó todos y cada uno de los hechos relatados por el actor en el libelo inaugural y solicitó su rechazo con costas. 

  


Resaltó que no mantiene relación alguna con la Organización Veraz S.A., así como tampoco la tiene con ninguna otra entidad que se dedique al tráfico de datos personales.

  


Destacó que como entidad financiera sujeta a las regulaciones y supervisiones de la ley 21.526 suministra información única y exclusivamente al BCRA.

  


Posteriormente, explicó que el 18.01.07 otorgó al actor el crédito Nº 82001210293 por la suma de $ 2.098,49 que debían ser abonadas en 12 cuotas mensuales de $ 195,16, venciendo la primera el 05.03.07. Como no se cumplió con los pagos, se otorgó la gestión y cobro de las sumas adeudadas a "Cobranzas y Servicios", con quien tiene un vínculo en razón de un contrato de gestión de cobranza.

  


Manifestó que en la solicitud de crédito se convino la mora automática y la caducidad de todos los plazos de manera tal que frente a la falta de pago de cualquiera de las cuotas comprometidas, quedaba facultada a ejecutar el total de la deuda, y atento la mora del deudor, tuvo que cumplir con la obligación legal de informar al Banco Central de la República en los términos de la comunicación "A" 2729 de dicho organismo.

  


Alegó que previo a la concesión de préstamos de dinero y concesión de tarjetas, cumple con determinadas diligencias preliminares a los efectos de formar los respectivos legajos con sus datos, entre las cuales se encuentra DNI, recibos de sueldo, datos sobre su domicilio de residencia y nombre de una persona que pudiera aportar referencias.

  


Resaltó que ha obrado conforme lo estipulado por la comunicación "A" 2885 del BCRA cumpliendo con los recaudos para el otorgamiento de ambos productos.

  


Subrayó que en la oportunidad de proceder a otorgar el préstamo en cuestión, actuó con la debida diligencia que el caso exigía y requirió a la actora la entrega de una copia de sus documentos. Ninguna legislación exige a los bancos y/o entidades financieras la obligación de realizar un estudio pormenorizado de la originalidad o falsedad de los documentos de identidad de las personas que pretendan solicitar un préstamo, más aun si presentó un documento de identidad original.

  


Manifestó que ha actuado con  diligencia, y que de haberse cometido un delito de los comunes denominados  “usurpación de identidad”, no puede dejar de advertirse que habría sido víctima de una maniobra fraudulenta realizada por un tercero con más los perjuicios derivados de dicho ilícito.

  


Refirió que ha obrado con total diligencia y que ha cumplido con las obligaciones que el BCRA establece para el otorgamiento del préstamo en cuestión, por lo cual no puede hacérsela responsable de las consecuencias dañosas que el actor alegó haber padecido. 

  


Impugnó los daños reclamados e indicó la inexistencia de responsabilidad civil de indemnizar.

  


Aclaró que no hubo antijuridicidad y que no habido nexo causal entre el accionar de Compañía Financiera Argentina y los hipotéticos daños invocados por el pretensor.

  


Afirmó que no existe daño, que el reclamo de daño moral carece de fundamento y, que el daño psicológico se encontraría dentro del daño moral.

  


Aseveró que se reclamó en concepto de daños y perjuicios un monto que resulta improcedente y excesivo. Es que si se concediera por vía hipotética lo reclamado, esa decisión constituiría un verdadero enriquecimiento sin causa en su favor y en detrimento del patrimonio de su parte.

  


Finalmente indicó que de la normativa vigente -art. 1067 Cód. Civil- se desprende que no habrá acto ilícito punible si no hubiese daño causado u otro acto exterior que lo pueda causar y sin que a sus agentes se les pueda imputar dolo, culpa o negligencia y que su parte ha obrado sin culpa y/o negligencia cumpliendo con los requerimientos previos a la entrega de un préstamo personal, requisitos que son establecidos por las normativas del BCRA.






Fundó en derecho su defensa y ofreció prueba.




II. La sentencia recurrida.




En la sentencia de fs. 500/528 el juez "a quo" acogió la demanda condenando a Compañía Financiera Argentina S.A. y Credi-Paz S.A. a abonar al actor  las sumas $ 4.500 y $ 6.000 -respectivamente-, más intereses y costas. Además,  rechazó la demanda contra Cobranzas y Servicios S.A., a quien absolvió, con costas al demandante vencido.




Para así resolver ponderó que los préstamos acordados por las entidades financieras a nombre del Sr. Alvez, tuvieron como destinatario a un tercero que usurpó la identidad del nombrado.




Determinó que la actuación de Credi-Paz y Compañía Financiera resultó culposa en los  términos del CCiv. 512, 902 y 1.109. Sobre esa base, afirmó que las consecuencias de su obrar negligente le son atribuibles, conforme arts. 903 y 904, Cód. cit.




 Sin embargo, rechazó la acción incoada contra "Cobranzas y Servicios". Para así decidir meritó que la defendida actuó como mandataria de "Compañía Financiera", dentro de los límites de la manda que le fuera encomendada, razón  por la cual no puede responsabilizársela directamente. 




En relación al daño moral pretendido, ponderó que la actuación irregular verificada en el "sub lite" repercutió en el estado de ánimo del actor y en sus legítimas expectativas, lo que importa una mortificación y un resultado disvalioso para el espíritu. Así las cosas, fijo la indemnización a pagar por "Credi-Paz" en $ 2.000 y por "Compañía Financiera" en $ 3.000. Justificó la distinción porque está última reiteró la intimación al lugar de trabajo y porque fue la que motivó la información en Veraz.

   


 En relación al daño psicológico y costo de su tratamiento, juzgó  probado el mismo y su necesidad. Así las cosas, fijo el monto total de la indemnización en $ 5.000, por partes iguales.



    
 III. Los recursos.

        
Alvez y Credi-Paz S.A. se alzaron contra la sentencia definitiva.


El actor apeló a fs. 532. Su recurso fue concedido a fs. 533. Los fundamentos lucen expuestos a fs. 589/592 y no  fueron respondidos.


De su lado, la codemandada Credi-Paz S.A recurrió la sentencia a fs. 538. Su recurso fue concedido a fs. 539. Expresó agravios mediante el escrito de fs. 598/600, que recibió respuesta a fs. 606/609.

    


 Los agravios del actor.

    


Sostuvo que  el magistrado de grado incurrió en arbitrariedad al rechazar la demanda incoada contra Cobranzas y Servicios S.A. Entiende que la interpretación que el primer sentenciante hace del art. 1946 del CCiv., en lo concerniente al contrato de mandato, resulta contraria al principio de no dañar a terceros inocentes, consagrado en nuestro sistema jurídico.


Por último, se quejó pues estimó exiguo el monto concedido en concepto de daño moral y psicológico.


La queja de la entidad financiera Credi-Paz S.A

                       Señala la recurrente, en primer lugar, que el fallo dictado en la anterior instancia  contiene un error material. Ello pues, la condeno a abonar la suma de $ 6.000, cuando de los considerándos d.1. (Daño moral) y d.2. (Daño psicológico) surge que el importe total a abonar asciende a $ 4.500.

                        Se agravia que el "a quo" le impute responsabilidad por los hechos ventilados en esta litis. Expuso que ella debe ser atribuida a un tercero que mediante un ardid delictivo logró que la entidad financiera accediera a concederle un préstamo.




  Sostuvo que no existe nexo causal entre el hecho y el daño alegado por el actor.



  
  Afirmó que resultó improcedente el resarcimiento por daño moral y psicológico otorgado, pues sostiene que en autos no fue demostrada la existencia de lesión.

           

Solicitó, finalmente, se modifique el decisorio en cuanto fue materia de agravio y se rechace la demanda con costas.




 IV. La solución.




a. Adelanto que no atenderé todos los planteos recursivos de la recurrente sino aquellos que estime esenciales y decisivos para dictar el veredicto en la causa  (Conf. CSJN, in re: “Altamirano, Ramón c. Comisión Nacional de Energía Atómica”, del 13/11/1986; ídem in re: “Soñes, Raúl c. Adm. Nacional de Aduanas”, del 12/2/1987; bis ídem, in re: “Pons, María y otro” del 6/10/1987; ter ídem, in re: “Stancato, Carmelo”, del 15/9/1989; y  Fallos, 221:37; 222:186; 226:474; 228:279; 233:47; 234:250; 243:563; 247:202; 310:1162; entre otros).




a.1. A fin de facilitar la comprensión de lo acontecido y, en definitiva, el análisis de las quejas esbozadas por la recurrente creo útil recordar que:




(i) Hugo César Alves demandó a Compañía Financiera Argentina S.A., a Cobranzas y Servicios S.A. y a Credi-Paz S.A. por indemnización de los daños y perjuicios ocasionados a raíz de las intimaciones que le realizaron para que abone ciertos créditos, concedidos mediante la utilización de un documento de identidad  suyo que había sido sustraído.




(ii) Credi- Paz, al contestar el traslado de la demanda, explicó que el crédito fue originado a través de un comercio y no dentro de una de sus sucursales. Por ello,  sostuvo que no es responsable ante cualquier reclamo, pues fue victima, también, del ardid delictivo, a pesar de actuar de manera diligente a lo largo de toda la operatoria crediticia y dentro de todo lo que se encuentra a su alcance.

                 
    (iii) A su turno, Compañía, destacó que ha obrado con total diligencia y que ha cumplido con las obligaciones que el BCRA establece para el otorgamiento del préstamo en cuestión, por lo cual no puede hacérsela responsable de las consecuencias dañosas que el actor alegó haber padecido. 




(iv) De su lado, Cobranzas y Servicios opuso la excepción de falta de legitimación pasiva y solicitó el rechazo de la demanda, con costas.




Ahora bien, es necesario aquí remarcar que  no se encuentra controvertido que los productos acordados por las entidades financieras a nombre de Alvez, fueron gestionados por  un tercero que usurpó la identidad del  nombrado. (v. fs. 55, pto.5 y 489 vta/490).




b. En este marco decisivo, es posible ingresar ahora en el tema principal que plantean los recurrentes en sus agravios, a saber: si debe imputársele o no  responsabilidad a Servicios y Cobranzas y a Credi-Paz por los contratos celebrados con un tercero que usurpó la identidad del actor. Luego, y para el supuesto de responder afirmativamente este interrogante, ponderaré si procede la reparación pretendida y en qué medida.




b.1. Ahora bien, estimo de utilidad, a fin de examinar el comportamiento de las  demandadas y el consiguiente resarcimiento pretendido por el reclamante, recordar que la responsabilidad generadora del deber de indemnizar exige la concurrencia de cuatro presupuestos:1) incumplimiento objetivo, o material, que consiste en la infracción al deber, sea mediante el incumplimiento de la palabra empeñada en un contrato, sea a través de la violación del deber genérico de no dañar; 2) un factor de atribución de responsabilidad, esto es, una razón suficiente –de naturaleza subjetiva u objetiva- para asignar el deber de reparar al sujeto sindicado como deudor; 3) el daño que consiste en la lesión a un derecho subjetivo o interés de la víctima del incumplimiento jurídicamente atribuible; y 4) una relación suficiente entre el hecho y el daño; es decir, que pueda predicarse del hecho que es causa fuente de tal daño (CNCom, Sala B, 31.5.2005, “Hildenberg, Olga Sofía y otro c/ Visa Argentina SA y otro s/ ordinario” ). 

              

Sin la concurrencia de esos cuatro presupuestos no hay responsabilidad que dé lugar a indemnización. De allí que la investigación destinada a establecer si la persona de quien se pretende la indemnización es responsable, debe comenzar por analizar si cometió o no una infracción o un obrar reprochable jurídicamente. Si se concluye que hubo tales eventos, debe estudiarse si media un factor de atribución. Cuando se tiene por establecido un incumplimiento jurídicamente atribuible al sujeto, debe precisarse si hubo o no daño, porque la indemnización sólo tiene sentido en caso afirmativo. Una vez asentada la existencia de un incumplimiento, atribuible y dañoso, se deberá concretar si aquél determinó el daño, y qué porción de la masa total de daños se le asigna al autor, problema que concierne a la relación de causalidad (Alterini, Ameal y López Cabana, Derecho de las Obligaciones Civiles y Comerciales, páginas 158/9; CNCom, Sala E, 04.05.06, “Balmaceda, Brenda c/ Banco Francés SA s/ ordinario”; íd., esta Sala F , 20.5.2010, “Rubio, Hugo Roberto c/ Banco Río de La Plata SA, s/ ordinario”; íd., esta Sala F 06.07.2010, “ Garmendia, Mario Gerardo c/Banco Credicoop Coop. Ltdo. s/Ordinario”).




 b.2. Bajo tales lineamientos conceptuales,  y en atención a la diversidad de relaciones jurídicas aquí planteadas y a los efectos de lograr mayor claridad  expositiva en este pronunciamiento, resulta conveniente tratar por separado la responsabilidad que el accionante atribuye a Servicios y Cobranzas y a Credi-Paz.




  Asimismo, es necesario aquí aclarar, que no examinaré la responsabilidad que se le atribuye a Compañia Finaciera, pues  no ha sido objeto aquí  de agravio.


     




   c. Credi-Paz:



       Adelanto que no advierto razón para dejar de lado el criterio asumido por el magistrado de grado, en cuanto adjudicó  responsabilidad a Credi-Paz, en el caso, por el contrato celebrado con el usurpador de la identidad del actor.




 Me explico.

                    c.1. Cuestionó la demandada la imputación de responsabilidad atribuida por  el “a quo” en la sentencia. 




  En defensa de su postura alegó que: (i) para el otorgamiento  de un crédito, requiere el cumplimiento de determinados recaudos tendientes a acreditar la identidad del solicitante, tales como presentación del DNI, recibo de sueldo y alguna factura de servicio propio y/o de algún familiar conjuntamente con la averiguación y chequeo informático de los antecedentes de cada persona (v. fs. 53); (ii) el crédito fue otorgado a través de un comercio y no dentro de una de sus sucursales (v. fs. 54).




Ahora bien, en primer lugar cabe destacar que en el caso bajo estudio se solicitó un préstamo personal, situación que exigía un mayor control por parte de la entidad financiera (art. 902 del CCiv.).




 Asimismo, la demandada no puede sorprenderse de que existan documentos de identidad adulterados. Si bien es el Estado quien debe arbitrar las medidas necesarias para que ello no suceda, lo expuesto no obsta a que la accionada procure el equipamiento o la especialización de sus empleados para evitar ser defraudados y con ello perjudicar a terceros.




En tal sentido, es claro que no se trata de exigir que, por ejemplo, la confrontación  de la documentación se realice con un criterio técnico, pero tampoco ese control puede constituir en un examen superficial y ligero en quien lucra con esa actividad.




 Debe ponderarse, asimismo, que los empleados que realizan el cotejo adquieren cierta experiencia en la materia, la que les permite, actuando prudencialmente en su quehacer cotidiano, advertir adulteraciones que podrían pasar desapercibidas para los profanos.




Por ello, si no se detectó la maniobra, la entidad financiera demandada resulta responsable por no haber actuado con el debido cuidado y previsión.



 
En efecto, la posibilidad de la adulteración no puede ser medida con los parámetros aplicables a cualquier persona sino con mayor estrictez  a quien, por su oficio, no deben pasar inadvertidas las irregularidades que pudieran resultar imperceptibles para quienes no cumplen esa actividad. Ello pues, no es  la mera adulteración grosera la que obliga a la entidad financiera, sino la que, luego de una atenta observación, permita sospechar de cualquier anomalía que presente el documento (Conf.; CNCom., Sala B, "in re" "Giacchino, Jorge c. Machine & Man", del 23.11.1995, voto del distinguido y recordado juez Dr.Butty -La Ley, 1997-D, 859).




En este marco, se aprecia que el deber de resarcir de las entidades financieras debe ser juzgado de acuerdo a las normas de la responsabilidad profesional. Y ello no podría ser de otro modo, máxime si se tiene en cuenta que la financiera, organizada en forma de empresa, realiza actos de comercio conforme el art. 8 inc. 3° de la ley mercantil, haciendo de ellos su profesión habitual.




La posición de la demandada, que se supone experta en al materia, en cuanto al poder de negociación, conocimientos técnicos, le obliga como contrapartida, un obrar prudente y con pleno conocimiento de las cosas que, a las postre justifica que su responsabilidad sea mayor (CNCom, Sala B,  “in re” Ribelotti, Osvaldo Néstor c. Fiat Crédito Argentina S.A., del 03/03/2008).




Por lo expuesto, se verifica que medió por parte de la accionada un proceder negligente al otorgar un préstamo, con base a datos insuficientes de identificación personal y patrimonial del requirente, quien posteriormente resultó que había presentado un documento apócrifo. Ello por haber omitido efectuar averiguaciones pertinentes y adoptar mínimos recaudos (CNCom., sala C, "in re" "Francisco y José Mazotta S.A. c. Banco Popular Argentino s/ordinario", del 8.9.87).




c.2. No obsta a lo expuesto, el hecho de que el crédito hubiera sido otorgado a través de un comercio. Ello pues, el intermediario actuó como mandatario o factor, siguiendo el sistema ingeniado por la defendida. 




Obsérvese en este sentido, que el formulario arrimado a la causa, por la propia demandada, y que se encuentra glosado a fs. 41, reza en su parte superior "Credi-Paz S.A." y menciona su domicilio legal (v. fs. 46). 




En consecuencia, no puede la demandada aducir ignorancia en este tipo de operaciones, con las cuales -dicho sea de paso- se beneficiaba habitualmente.




Téngase en cuenta, además, que permanece incólume la consideración del señor juez "a-quo" -que resulta dirimente a los fines aquí ponderados- referente a la carencia de diligencia en el obrar de Credi-Paz S.A.,  que se evidenció en la ausencia de indagaciones en torno a la veracidad de los datos denunciados. Ello, al menos, es indicativo de una proceder culposo, en tanto no se han cumplido los deberes de conducta que la situación imponía.




Y la posición de esta demandada se agrava -en contrario en lo sostenido en sus agravios- por el hecho de haberse celebrado la operación en un establecimiento comercial adherido al sistema que organizó Credi-Paz, que exigió obrar con sumo cuidado y previsión.




En tales condiciones, propongo desestimar el agravio ensayado por la entidad crediticia en este sentido.




d. Servicios y Cobranzas:

  


Como se indicó precedentemente, los agravios del actor fueron esgrimidos en el memorial de fs. 589/592. Allí se criticó, en primer lugar, el pronunciamiento de primera instancia en cuanto rechazó la demanda entablada contra Servicios y Cobranzas. Sostuvo el quejoso que  el magistrado de grado incurrió en arbitrariedad al rechazar la demanda respecto de la empresa codemandada.

  


d.1. En primer lugar diré que, la alegada tacha de arbitrariedad invocada por el quejoso resulta inaudible, ya que una sentencia adolece de tal vicio cuando omite el examen o resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta y cuya valoración resulta inexcusable para las circunstancias probadas en la causa y para la posterior aplicación del derecho vigente, o cuando se prescinde del claro e imperioso mandato de la ley; siempre que afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y, lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa (Conf. CSJN, “in re”, Villarruel, Jorge c/ CNA y S s/ Sumario, del 17.11.94); o cuando se falla sobre la base de una mera aserción dogmática, lo que no ocurre en la especie.

 


A mi criterio, el fallo es coherente y concreto; está adecuadamente fundado y expone suficientemente las razones que las circunstancias sustentan. Carece de contradicciones y el criterio de análisis empleado se ajusta a las premisas que sirven de antecedente a sus conclusiones.


 


La tacha de arbitrariedad requiere la invocación y demostración de vicios graves en el pronunciamiento, razonamientos ilógicos, o contradictorios, o aparentes; apartamiento  palmario de las circunstancias del proceso, ya que lo contrario importaría extender la jurisdicción de la Corte para revisar todos los pronunciamientos que se dicten en el país, con menoscabo de los límites establecidos por la constitución y las leyes (Conf. CSJN, 07.04.92, “De Renzis, Enrique A c/ Aerolíneas Argentinas”, 1993-III, Síntesis, JA).




En virtud de lo expuesto, la arbitrariedad incoada debió fundarse en un hecho contrario o incompatible con el denunciado o bien, exponer su inverosimilitud. Nada hizo y ello resta razonabilidad y consistencia a su defensa (arts. 163 inc. 5° in fine y 386 CPr.). 




En dicho marco, no advierto irregularidades en el fallo, toda vez que el primer sentenciante realizó un análisis razonado de las probanzas reunidas y su decisión se fundó en aquellas.




d.2. Sin perjuicio de lo expuesto, diré que Cobranzas y Servicios actuó como mandataria de Compañía Financiera (arts. 223 y ss. Cód. Comercio).




En efecto. El mandato ha quedado probado mediante el contrato glosado, en copia, a fs. 66/79.




Por otro lado, y tal como precisó el "a quo" el actor conoce que esta codemandada actuó como mandataria, toda vez se hizo mención de la representación en la carta que le fue remitida, y además, Compañía Financiera reconoció: (i) el contrato de mandato (v. fs. 99), y (ii) de haber impartido instrucciones para que se envíen misivas al domicilio laboral (v.fs.100).




Así las cosas, debo concluir que Cobranzas y Servicios  actuó dentro de los limites de la manda que le fuera encomendada, razón por la cual no puede responsabilizársela directamente.




d.3. A mayor abundamiento, acótase que el recurrente debió probar que la defendida hubo actuado con culpa o negligencia; sin embargo, no lo hizo.




   Ello así, cargará el quejoso con las negativas consecuencias de su omisión (art. 377 Cpr).





    En este marco, bueno es, entonces, recordar que, conforme lo sostiene conocida y reiterada jurisprudencia, el Cpr 377 pone en cabeza de los litigantes el deber de probar los presupuestos que invocan como fundamento de su pretensión, defensa o excepción, y ello no depende sólo de la condición de actor o demandado, sino de la situación en que cada litigante se coloque dentro del proceso (CNCom, Sala A, 14.6.07, “Delpech, Fernando Francisco c. Vitama SA”, entre otros). La consecuencia de esta regla es que quien no ajuste su conducta a esos postulados rituales debe necesariamente soportar las inferencias que se derivan de su inobservancia, consistentes en que el órgano judicial tenga por no verificados los hechos esgrimidos como base de sus respectivos planteos (CNCiv, Sala A, 1.10.81, “Alberto de Río, Gloria c. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, íd., Sala D, 11.12.81, “Galizzi, Armando B. c. Omicron SA”; íd., 3.5.82, “Greco Jospe c. Coloiera Salvador y otro”; CNCom, Sala A, 12.11.99, “Citibank NA c. Otarola Jorge”; íd., “Filan SAIC c. Musante Esteban”, Sala B, 16.9.92, “Larocca Salvador c. Pesquera Salvador”; íd., 15.12.89, “Barbara Alfredo y otra c. Mariland SA y otros”; Sala E, 29.9.95, “Banco Roca Coop. Ltdo. c. Coop. de Tabacaleros Tucumán Ltda., esta Sala, 27.4.2010, “Lucchini Hernán Ricardo c/ Banco de La Nación Argentina y otro, s/ ordinario”, íd.,  18.11.2010, “Belli y Compañía SA, c/ Seguettis SRL y otro, s/ ordinario”).




La carga de la prueba actúa, entonces, como un imperativo del propio interés de cada uno de los litigantes y quien no prueba los hechos arriesga la suerte del pleito

    


Desde tal perspectiva conceptual, y como dije, cupo al accionante demostrar que Servicios y Cobranzas actuó con negligencia. Sin embargo, no lo hizo, pues se limitó a cumplir con la tarea que le fue encomendada por su mandante, que debe responder frente al actor.




Por ello,  debe rechazarse lo manifestado por el quejoso en este aspecto y confirmar lo decidido en la sentencia de grado.




e. Ahora bien, analizaré de seguido, si existe relación de causalidad entre el hecho y el daño alegado.




Veamos.




 e.1. La doctrina uniforme señala que, para que un daño deba repararse jurídicamente, es preciso que haya sido causado por el responsable, con su acción u omisión. A este requisito alude también  en diversos preceptos nuestra ley civil, al legislar sobre los presupuestos en que procede la reparación: así establece que el daño indemnizable es el que se causare o se hubiese causado u ocasionado a otro (arts. 1068, 1074, 1111, 1113, 1114, etc.; además en la responsabilidad contractual, arts. 508, 521, etc.).

En un sistema jurídico como el nuestro, la relación de causalidad tiene una importancia de primer plano, no sólo como condición general de la responsabilidad, sino también para establecer la medida de esta responsabilidad, ya que –salvo excepciones muy limitadas- el responsable está obligado a resarcir los daños que tengan vinculación causal con su acto y no los demás. 

Como enseña Orgaz en los casos de responsabilidad por hecho propio, fundada en la culpa lato sensu (arts. 1073 y  1109), el requisito de la relación causal se presenta con características  muy similares  a la requerida en la doctrina penal: la relación de causalidad debe encontrarse directamente entre la acción u omisión del responsable y el daño.

El problema jurídico de la conexión causal consiste en determinar, de conformidad con la ley, cuando o con qué criterio  un resultado debe ser atribuido a una persona determinada. 

Según nuestra ley, debe contestarse: hay conexión causal entre un acto y un resultado, cuando ese acto ha contribuido  de hecho a producir un resultado –esto es, ha sido una de las condiciones sine qua non de él- y, además,  debía normalmente producirlo, conforme al orden natural y ordinario de las cosas (Orgaz, Alfredo, “El daño resarcible…”, pág. 89 y ss., Ed. Bibliográfica Argentina, Bs. As. 1952).

  e.2. Desde esta óptica conceptual, y a tenor de las constancias arrimadas a la causa, debo concluir que existe relación causal entre los daños alegados y los actos negligentes de las entidades financieras defendidas.

    Daré las razones.

   Considero que las  demandadas, con su conducta poco diligente, viabilizaron el otorgamiento de una serie de productos con un DNI adulterado. Dicho proceder fue la causa directa de los  padecimientos en el actor.

  Lógica derivación de lo apuntado es el hecho que las defendidas, de haber obrado con la mínima diligencia que le correspondía de acuerdo a su carácter profesional y especializado; no se hubiese producido perjuicio alguno (conf. arts. 512, 902, 909 y concs. del CCiv.).

   Mas, si no se observara en la conducta de las demandadas la causa directa de los padecimientos ocasionados, porque fue un tercero quien mediante un ardid delictivo usurpó la identidad del actor, no puede soslayarse que los contratos celebrados con aquél importaron un elemento relevante para que se constituyan los daños.

    En definitiva, juzgo que el nexo causal surge de la circunstancia de haber la entidad crediticia apelante implementado un sistema de otorgamiento de créditos altamente inseguro que, en el caso y como ya fue señalado, concurrió con un obrar desaprensivo a causar padecimientos al demandante.

 Como corolario de lo expuesto, cabe desestimar la queja en examen y, confirmar lo decidido en la sentencia de grado.




f. Sentada la responsabilidad de Credi-Paz y de Compañía Financiera, lo cual, reitero, no ha sido objeto aquí  de agravio, examinaré la procedencia del resarcimiento por daño moral y psicológico pretendido. 


Adelanto que ambos recurrentes se alzaron contra el quantum  de la indemnización otorgada en la anterior instancia.  Así mientras en el Sr. Alves lo criticó por exiguo, la entidad financiera  solicitó su desestimación.

  Entonces, dada la necesaria vinculación de sendos planteos, razones netamente prácticas imponen su análisis simultáneo.




f.1. Daño Moral

   Con carácter liminar interesa recordar copiosa jurisprudencia del fuero según la cual  el agravio moral debe ser entendido aquí en su doble función, como sanción ejemplar al proceder reprochable y como reparación a quienes padecieran las aflictivas consecuencias de dicho proceder (conf. CNCom, Sala C, “López Carlos, c/ Banco Roca Coop. Ltda., s/ ord.”, 12.10.94; íd., “Rodrigo Juan Carlos y otros, c/ Esso S.A.P.S.A., s/ ord.”, 23.03.99; íd., “Porcel Roberto José c/ Viajes Futuro SRL, s/ sum.”, 28.03.03; íd., “Albín Gabriel F. y otro, c/ Club Vacacional SA – Rincón Club- y otros, s/ ord.”, 20.04.07).


Este perfil bifronte resulta particularmente relevante en estos casos, por las condiciones que inviste la demandada en relación con las legítimas expectativas del usuario de sus servicios (arg. Cciv 902).


El agravio moral importa una lesión a las afecciones legítimas; entre otras, la paz,  la tranquilidad del espíritu, la libertad individual, el honor, la integridad psíquica, los afectos familiares, etc. (conf. CNCom., Sala B, “Katsikaris A. c/ La inmobiliaria Cía. de Seguros, s/ ord.”, 12.08.86). No se reduce al Premium dolores, pues involucra todo daño a intereses jurídicos extrapatrimoniales (conf. CNCom, Sala B, “Galán Teresa c/ Transportes Automotores Riachuelo SA, s/ sumario”, 16.03.99). Se trata de una lesión susceptible de causar lo que una aguda fórmula ha llamado “modificaciones disvaliosas del espíritu” (Pizarro, Daniel, “Reflexiones en torno al daño moral y su reparación”, JA del 17.09.86, pág. 6 y doctrina allí citada).

       Ahora bien, resulta incuestionable que  la conducta negligente de la entidad financiera apelante afectó seriamente la tranquilidad anímica del actor. 

        Así surge de las declaraciones testimoniales brindadas.

         En efecto.

       La testigo Sandra Christiansen quien declaró a fs.254/257 afirmó que el actor: i) "...Preocupado, estaba estresado, deprimido, desconcentrado. No le encontraba solución a esto y ellos tenían una negatividad con él como para resolverlo. El iba y les explicaba que no había sacado nada y ellos le decían que sí y que tenía que abonar y entonces no sabia como solucionar este tema..." (v. respuesta a la quinta pregunta, obrante a s.f. 255), y ii) "...Antes era un empleado con buena reputación y normal digamos, como todos los empleados. Después vinieron los problemas porque afectó a su imagen el hecho de que lo estén llamando continuamente, se enteró desde el gerente hasta el que barre y es como que te señalan, porque básicamente sos irresponsable y esa irresponsabilidad es como que también la tenés para con tu trabajo..." (v. respuesta a la sexta pregunta, obrante a fs. 255).

       Similares conclusiones pueden extraerse de la declaración testimonial de Hilda Noemí Atencio en punto a las consecuencias negativas que en el ánimo del actor produjo la conducta de la entidad financiera (v. respuesta a la quinta pregunta obrante a fs. 282.)

           En tales condiciones,  la penosa situación que debió atravesar el damnificado, permite tener por acreditado un estado de impotencia y perplejidad que produce incomodidad, desasosiego, consternación y zozobra moral. Todo ello ha debido originar un cambio disvalioso en el bienestar del demandante al afectar su equilibrio anímico o estabilidad emocional, y ha debido ocasionar por el mero hecho de su acaecimiento un estado y un considerable sufrimiento que justifica su reparación  (Com. A. “Miragaya, Jorge c/ Banco Francés s/ ordinario”, 11.05.04; Com. D. “Mercobank S.A. s/ liquidación judicial s/ inc. de revisión por Tomada, jorge", del 19.10.05.).

       Ello así, propicio rechazar la queja de Credi-Paz fundada en la pretendida inexistencia del daño moral.

      El agravio del accionante que refiere a la cuantía del monto concedido por el primer sentenciante resulta, en cambio, atendible.

        En tales condiciones, de conformidad con la facultad concedida por el art. 165 del Cpr.,  ponderando que: (i) el actor fue incluido en la base de datos de organización Veraz, y (ii) las intimaciones fueron cursadas a su domicilio laboral, considero adecuado elevar la indemnización a pagar por "Credi-Paz" a $ 3.000 y por "Compañía Financiera" a $ 5.000. Justifico la distinción en el hecho que esta última fue quien informo al Sr. Alvez como deudor moroso ante Veraz S.A.


 f.2. Daño Psicológico.


 En primer lugar diré que no ignoro la existencia de posturas diversas en punto a la posibilidad de dar un tratamiento diferenciado al rubro daño moral y psicológico. Así, ha sido juzgado que resulta improcedente considerar al daño psíquico como autónomo del daño moral pues, el primero en todo caso  daría lugar a  “daño moral agravado” (CNCom, Sala D, "Cáceres, Juan José c/ Trasp. Autom. Chevallier SA s/ sum.", 8.6.99; íd., “Alegre, Humberto c/ Somorrostro Carlos, s/ sumario”, 25.10.95). 


Tampoco soslayo que en un  sentido técnico - jurídico solo existe en nuestro ordenamiento daño patrimonial y el moral, extrapatrimonial. 


Empero, si  bien desde el mentado plano no puede hablarse de un tercer género o clase de daño en nuestro derecho que exorbite la genérica división entre el daño  patrimonial y el extrapatrimonial, de ello no se sigue una identificación necesaria y absoluta entre el daño psicológico y el daño moral. 

   En efecto. El daño primero apunta a efectivas disfunciones y trastornes de orden psíquico que alteran de algún modo la personalidad integral del reclamante y su vida de relación; se diferencia del daño moral que está dirigido a compensar padecimientos, molestias o angustias sufridas (CNCom, Sala A, 16.12.92, “Gómez Beatriz, c/ Giovannoni Carlos, s/ sumario”; Sala E, 13.5.97, “Winograd, Marcos c/ Calviño Alberto”; íd., 16.02.96, “Alucen, Marcelo, c/ Segurado Eduardo”).

                

Trasladados estos conceptos al presente caso, debo concluir que en autos  ha quedado acreditada la existencia de un daño psíquico a tenor del peritaje practicado en fs. 375/378). 




De él se desprende que: (i) el actor sufre neurosis depresiva con intervalos fugaces de pánico y otras manifestaciones intermitentes fóbicas, (ii) un daño psíquico estimado del 10% , (iii) se recomienda un tratamiento durante aproximadamente seis meses y (iv) el costo del tratamiento fue calculado en $ 15.000.




Ahora bien, no cabe soslayar la incidencia que pudo haber tenido en dicho perjuicio la circunstancia que el actor en el año 2006 sufrió una cirugía de rodilla (v. fs. 376) por lo que no cabe asignar la totalidad del daño a la conducta de las financieras demandadas.




 Por este motivo, considero adecuado otorgar la suma de $ 8.000 en concepto de daño psicológico, suma que debe considerarse comprensiva de los gastos de tratamiento, debiendo afrontarlo Credi-Paz y Compañía  Financiera, por partes iguales.

                            V. Conclusión.



    Por todo lo expuesto, si mi criterio fuera compartido por mi distinguidos colegas, propongo al Acuerdo: confirmar en lo principal la sentencia apelada, con la modificación establecida en los considerandos F.1 y F.2. En cuanto a las costas de Alzada, serán impuestas a las demandadas vencidas. 



  
Así voto. 




Disidencia parcial de la Señora Juez de Cámara doctora Tevez:




Adhiero en lo sustancial al voto de mi distinguido colega Dr. Barreiro. Disiento, empero, sólo en un aspecto conceptual: aquel referido a que el daño moral debe ser entendido en una doble función, como sanción ejemplar al proceder reprochable y, como reparación a quienes padecieran las aflictivas consecuencias de dicho proceder.




Ello pues, tal como precisé al emitir mi voto el 4.05.10 en la causa "Cantero Delia Noemi c/ Berkley International Seguros S.A. s/ Ordinario"(expediente nº 21531/03), reiteraré aqui que me inclino por considerar que se  trata exclusivamente de una reparación del daño sufrido por el damnificado.  




Me explico. Sabido es que el resarcimiento de los daños puede llevarse a cabo: i) con una reparación “in natura”, en la que se reestablece materialmente el estado de cosas que existía antes del acto ilícito; o ii) con una reparación pecuniaria, en la que se compensa el menoscabo sufrido por medio de su equivalente en dinero. 




El art. 1083 del Cciv. establece que “el resarcimiento de daños consistirá en la reposición de las cosas a su estado anterior, excepto si fuera imposible, en cuyo caso la indemnización se fijará en dinero. También podrá el damnificado optar por la indemnización en dinero”. 




Así, siendo imposible la reposición de las cosas a su estado anterior, la reparación siempre se traducirá en un obligación de dar sumas de dinero, con el objetivo que el patrimonio de la víctima sea reestablecido cuantitativamente en sus valores menoscabados. De ese modo, ha de quedar eliminada la diferencia que existe entre la situación actual del patrimonio y aquella que habría existido de no suceder el acto ilícito. Esta diferencia constituye, en principio, el daño resarcible (Orgaz, Alfredo, El daño resarcible, Ed. Bibliográfica Argentina, Bs. As., 1952, p. 143). 




La regla general en materia de reparación es que el responsable debe resarcir todo el daño causado por su acto ilícito, sin que tenga carácter de pena, sino de indemnización. Tal postura surge de los artículos 1068, 1069, 1077, 1079, 1082 y 1109 del CCiv. 




En este sentido, no veo que la reparación a las “modificaciones disvaliosas del espíritu” (Pizarro, Daniel, “Reflexiones en torno al daño moral y su reparación”, J.A., 17.09.86) presente características particulares respecto a los restantes perjuicios indemnizables que ameriten apartarse del principio general de nuestro código civil.





Acótese que la ley al referirse el daño en cuestión, siempre habla de reparación (conf. arts. 522, 1077, 1078, 1079, 1081, 1109, 1110 CCiv) y nunca de pena o sanción (v. en tal sentido, “Orgaz, Alfredo, “El daño moral:¿Pena o reparación?, ED 79-857). 




En síntesis, en mi parecer la indemnización del daño moral tiene carácter exclusivamente resarcitorio. Este criterio, por lo demás, ha sido seguido en reiteradas oportunidades por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación  (Fallos: 184: 52; 311:1018; 316:2894; 318:1598; 321:1117; 325:1156; 326:847; 327:5991; 328:4175; 329:2688; 329:3403; 329:4944; 330:563; etc.).




Así es que con tal salvedad, adhiero en lo sustancial al voto del Dr. Barreiro.



      Por análogas razones a las expresadas por el Señor Vocal Preopinante, el  Señor  Juez de Cámara  Doctor Ojea  Quintana adhiere al voto del Dr. Barreiro. 




 Con lo que terminó este Acuerdo que firmaron los Señores Jueces  de Cámara doctores:

Rafael F. Barreiro

Juan Manuel Ojea Quintana

Alejandra N. Tevez 

(disidencia parcial)







 

María Florencia Estevarena

Secretaria

Buenos Aires,  abril 12 de 2011.

   


Y VISTOS




I. Por los fundamentos expresados en el Acuerdo que antecede se resuelve:a) confirmar en lo principal la sentencia apelada, con la modificación establecida en los considerandos F.1 y F.2.,  y, b) imponer las costas de Alzada a la demandada perdidosa.




II. Los honorarios.




Toda vez que la sentencia dictada supra ha sido moficatoria del pronunciamiento de la instancia anterior, corresponde, teniendo en cuenta  el art. 279 del CPCC, determinar en esta Alzada los honorarios relativos a los trabajos realizados en autos, de acuerdo al resultado ahora obtenido en la prosecución del proceso. 




Por tanto, se fijan los estipendios de los profesionales de la siguiente manera:




1. a. Teniendo en cuenta como base el monto por el cual ha prosperado la demanda respecto de  Compañia Financiera Argentina SA, y por los trabajos realizados en el proceso principal cuyas costas fueron impuestas a dicha parte, contemplando el mérito de la labor profesional cumplida apreciada por su calidad, eficacia y extensión, se fijan en  un mil pesos ($ 1000) y en quinientos pesos ($ 500) los honorarios de los letrados patrocinantes de la parte actora, doctores Juan Luciano Ortiz Almonacid y Ariel Romano Ángel, respectivamente; en novecientos pesos ($ 900) los del doctor Jorge Omar Martinez en su carácter de letrado patrocinante de la parte demandada y en trescientos sesenta pesos ($ 360) los de su apoderado, doctor, Fernando Horacio Cao.




 b. Por la incidencia resuelta en fs. 175/176 punto 4  a) con costas a la parte actora, regúlanse en ciento treinta pesos ($ 130)  los honorarios correspondientes al doctor Fernando Horacio Cao como letrado apoderado por la labor de fs. 167 y  en setenta pesos  ($70)  los del doctor Juan Luciano Ortiz Almonacid por los trabajos de fs. 127. 




 c. En lo relativo a lo resuelto en fs. 175/176 punto 4 b)  con costas a Compañia Financiera Argentina SA, se fijan en pesos noventa pesos ($90) los estipendios de Juan Luciano Ortiz Almonacid, por su trabajo de fs. 171/172 . 




 2. a.  Teniendo en cuenta como base el monto por el cual ha prosperado la demanda respecto de Credi- Paz S.A. y por los trabajos realizados en el proceso principal cuyas costas son impuestas a dicha parte, contemplando el mérito de la labor profesional cumplida, apreciada por su calidad, eficacia y extensión, se fijan en setecientos cincuenta pesos ($ 750) y en  trescientos setenta pesos ($370) los estipendios de los letrados patrocinantes de la parte actora, doctores Juan Luciano Ortiz Almonacid y Ariel Romano Ángel, respectivamente; en novecientos cincuenta pesos ($ 950) los de la letrada apoderada de la parte demandada, doctora Valeria López Alonso, y en  cincuenta pesos ($ 50)  los del doctor Fernando Antonio Voces por su actuación en la audiencia de fs. 147/148.




b. Por la incidencia resuelta en fs. 175/176 punto 4  a) con costas a la parte actora, se fijan en cien pesos ($ 100), los estipendios de la doctora Valeria López Alonso por su labor de fs. 158 y en cincuenta pesos  ($50)  los del doctor Juan Luciano Ortiz Almonacid por los trabajos de fs. 123/125.




Por la incidencia resuelta en fs. 191/192  con costas a Credi-Paz SA, se fijan en cien pesos ($100)  los de Juan Luciano Ortiz Almonacid  por su labor de fs. 189/90.




3.a En cuanto a los honorarios que corresponden por trabajos realizados respecto de la codemandada Cobranzas y Servicios S.A. , los que  se encuentran a cargo de la actora,  habiéndose rechazado la pretensión contra esa parte, se tendrá en cuenta como pauta referencial para considerar la base regulatoria, los montos por los cuales finalmente esta Cámara consideró resarcibles los daños invocados en la demanda.




Por tanto, evaluando la importancia, complejidad y extensión de las tareas realizadas por el proceso principal, se fijan en novecientos sesenta pesos ($ 960) los emolumentos del letrado patrocinante de la parte demandada, Jorge Omar Martinez y en trescientos ochenta  pesos ($ 380) los de su apoderado, Fernando Horacio Cao.




Por la incidencia resuelta en fs. 175/176 punto 4  a) con costas a la parte actora, regúlanse en ciento treinta pesos ($ 130)  los honorarios correspondientes a Fernando Horacio Cao como letrado apoderado por la labor de fs. 161 y  en setenta pesos  ($70)  los de Juan Luciano Ortiz Almonacid por los trabajos de fs. 129/130. 




4. Asimismo, de acuerdo -en lo pertinente- con las pautas ut supra consideradas y ponderando la complejidad e importancia de los trabajos realizados en autos, y el monto comprometido en el proceso,  se fijan en seiscientos cincuenta pesos ($ 650) los estipendios del perito contador, Livio Elias Fort, en seiscientos cincuenta pesos ($ 650) los de la perito calígrafa, Stella Maris Bononi y en ochocientos cincuenta pesos ($ 850) los del perito médico psiquiatrico, Luis Rubén Schencman. (Dec. Ley 21.839, t.o. ley 24.432: 6, 7, 9, 19, 33, 37 y 38; Dec. ley 20.243: arts. 29 y 30; Dec. Ley 16.638/57: art. 3 y ccdtes.).




5. Ahora bien, los honorarios de la mediadora deben establecerse en función de las pautas previstas por la norma que regía en el momento de celebrarse la audiencia de mediación -v. fs. 5/6-, esto es, el dec. 91/98; porque la regulación sólo agrega un reconocimiento y cuantificación de un derecho preexistente a la retribución  del  trabajo  profesional  (cfr.  esta Sala, "Alba Compañia Argentina de Seguros S.A.c/Siad S.R.L. Clysa S.A. U.T.E. y otros s/Ordinario", del 15/12/09 ; C.S.J.N., "Greco Hnos. S.A. s/quiebra s/incidente de rendición de cuentas por Furlotti S.A.", del 6/02/97, E.D. 29/5/97).




Por lo tanto, verificada la realización y el fracaso de la mediación, para la retribución de la mediadora sólo puede confrontarse la tarifa que corresponde fijar en virtud de la base arancelaria, sin analizar -toda vez que la ley no otorga dichas facultades- el desempeño específico del mediador en torno a su importancia, complejidad, extensión y demás pautas valorativas aplicables para justipreciar la labor de los demás profesionales actuantes.




En virtud de lo expuesto, se fijan en novecientos  pesos ($ 900) los honorarios regulados a favor de la mediadora, doctora Ana María       D´errico (Dec.1465/07 inc. 4).




6. Por las actuaciones llevada a cabo ante esta Alzada y en relación al resultado obtenido, se fijan en quinientos treinta pesos ($530) los estipendios de los doctores Juan Luciano Ortiz Almonacid y Ariel Romano Angel, en conjunto, a cargo de Compañia Financiera Argentina SA   y en trescientos noventa pesos ($ 390), también en conjunto, los honorarios correspondientes a dichos letrados a cargo de Credi-paz SA . 




Asimismo, se fijan en doscientos cincuenta pesos ($ 250) los correspondientes a la doctora Valeria López Alonso por su labor en esta Alzada y a cargo de su mandante (art. 14 LA). 




III. Notifíquese.





 Rafael  F. Barreiro, Juan Manuel Ojea Quintana, y Alejandra N. Tevez(en disidencia parcial). Ante mí: María Florencia Estevarena.




Es copia del original que corre a fs. 


de los autos que se mencionan en el presente Acuerdo.

                            


María Florencia Estevarena

                                                                  Secretaria

